ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Muerte de alcalde de Baraya Huila / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHOS VIOLENTOS DE TERCEROS / DEBER DE PROTECCIÓN - Omisión / FALLA DEL SERVICIO – Configurada 
[E]l día 15 de agosto de 1999, encontrándose en ejercicio pleno de sus atribuciones como alcalde municipal de Baraya (Huila) aproximadamente a la 1: 00 a.m. fue asesinado Jorge Eduardo Medina Torres  por disparos perpetrados por sicarios desde la puerta de ingreso a su residencia momentos en los que se encontraba en una reunión familiar en compañía de su esposa e hijas (…) [E]s de anotar que en el proceso se hallan demostrados varios elementos fácticos que sirven como hechos indicativos de la relación entre la muerte de la víctima y su especial situación de seguridad, puesto que estando acreditada su muerte, que la misma se produjo de forma violenta, que se desempeñaba como alcalde del municipio de Braya (Huila), y que al momento de presentar su candidatura para ocupar este cargo recibió amenazas por parte del Frente 17 del grupo subversivo Farc, hecho indicativo de posibles animadversiones de los insurgentes en su contra, se percibe que todos los hechos están relacionados con las fatales consecuencias conocidas (…) [A]creditado el daño antijurídico, la falta de protección de la entidad demandada y el nexo causal entre aquel y esta, la Sala declarará la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la muerte del Jorge Eduardo Medina Torres, ocurrida el 15 de agosto de 1999 y la condenará al pago de los perjuicios que con este hecho se le hubiere causado a las demandantes.
RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD APLICABLE POR HECHOS VIOLENTOS DE TERCEROS / FALLA DEL SERVICIO / DEBER DE PROTECCIÓN 
La Sala iniciará el estudio de la declaratoria de responsabilidad de la demanda desde el régimen de la falla en el servicio, por la reiterada posición de esta Sección, según la cual en tratándose de los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos cometidos por terceros (…) [L]a imputabilidad en el régimen de responsabilidad de la falla en el servicio está llamada a demostrar una relación de causa y efecto entre un daño antijurídico, entendido como aquél que sufre una persona que no se encuentre en el deber legal de soportarlo, y una falla en el servicio, es decir, una conducta negligente u omisiva de parte de la administración que implica su desconocimiento o violación a una obligación a cargo del Estado (…) [L]a Sala considera que la sentencia de primera instancia, aunque atinada en su análisis de las pruebas aportadas al proceso, pues a pesar de conocerse de la existencia de amenazas contra  del entonces aspirante a la alcaldía no se tiene certeza de que éstas hubiesen sido puestas en conocimiento de la accionada, deja de lado que la responsabilidad de la entidad demandada también puede surgir de la previsibilidad que el contexto geográfico e histórico pueda otorgar a un hecho en el que se alega falta de protección estatal. O lo que resulta equivalente, el Estado responde no solo porque no haya prestado protección a alguien que la solicite, sino por no haberla prestado a alguien que la necesitara por la previsibilidad de sufrir una acción que atentara contra su vida o integridad física, aún en el evento en que no la hubiera pedido formalmente. NOTA DE RELATORÍA: Sobre el perjuicio probado por una persona que no tiene el deber jurídico de soportar, cita sentencia de la Corte Constitucional C-333 de 1996. Sobre la falla del servicio, cita sentencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado de 29 de enero de 2009, Exp. 16576.
RIESGO EXCEPCIONAL / RIESGO DERIVADO DE CONFLICTO ARMADO / DEBER DE PROTECCIÓN
[E]stá demostrado que los hechos ocurrieron en una zona del territorio nacional afectada por una fuerte presencia de grupos armados organizados al margen de la ley, y en un momento histórico caracterizado por una agudización del conflicto a causa del incremento de las acciones cometidas por la guerrilla. Esta circunstancia permite afirmar que los habitantes del municipio de Baraya (Huila), se encontraban en situación permanente de riesgo que, por su gravedad y notoriedad, no podía escapar al conocimiento de las autoridades (…) [E]s preciso aclarar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un ataque contra la infraestructura del Estado. Este hecho es, justamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional. En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. (…) [N]o cabe duda que los hechos en los que perdió la vida el burgomaestre, están inscritos en un contexto de violencia derivada del conflicto armado, debido a la presencia de grupos armados ilegales que se disputan el poder económico, político y militar que representa la zona estratégica del departamento del Huila (…) En este contexto de violentos enfrentamientos entre las fuerzas militares, grupos guerrilleros y paramilitares, que entre otros, se constata una compleja situación de orden público en el marco de la cual ocupar el cargo de primera autoridad administrativa y de policía constituyó un altísimo riesgo que se materializó en su contra. Por tal razón era un deber endilgable a las entidades estatales el desarrollo de medidas materiales efectivas para garantizar, en la medida de lo posible la vida e integridad física de las personas que encarnaban la autoridad civil y estatal en el municipio. De esta forma, aunque pueda carecerse de elementos probatorios que permitan determinar el conocimiento previo de amenazas concretas y particulares en contra de la vida de la víctima, es evidente que las circunstancias que envolvían el ejercicio de sus funciones como alcalde le colocaban en una situación que ameritaba que el Estado pusiera especial atención en su protección, algo que no sucedió y que concreto el daño que alega la parte demandante.
LIQUIDACIÓN DE PERJUICIOS MORALES / PERJUICIOS MATERIALES -  Lucro cesante
Las demandantes solicitaron la indemnización de perjuicios morales en cuantía equivalente a 2000 gramos oro para cada una de las hijas de la víctima y de la señora María Doris Mora Bastidas, quien compareció en calidad de cónyuge. Ahora bien, de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala -sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente n.° 13.232-, cuando se demuestra el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado -caso de muerte del padre, hijo, cónyuge o compañero sentimental-, se reconoce una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes (…) [E]s procedente que la Sala fije en s.m.l.m.v. la indemnización de perjuicios de orden moral a favor de los peticionarios, con aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos (…) La indemnización del perjuicio, que no se trata de restitución ni de reparación, se hace a título de compensación en cuanto “… la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia…”; (ii) la tasación del perjuicio, por razón de su naturaleza inmaterial, se establece con fundamento en el criterio de la equidad; (iii) la determinación del monto deberá sustentarse en los medios probatorios que obran en el proceso, relacionados con las características del perjuicio; y (iv) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para efectos de garantizar el principio de igualdad (…) Frente al reconocimiento de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante se encuentra probado al interior del expediente que el señor Jorge Eduardo Medina Torres al momento de su muerte se desempeñaba como alcalde del municipio de Baraya (Huila), de lo que resulta probable suponer que de no ser por su muerte habría continuado devengando un salario cuando menos similar al que recibía como funcionario público de elección popular (…) [L]a Sala tomara como ingreso básico de liquidación el valor certificado por la Secretaría de Hacienda del municipio de Baraya correspondiente al sueldo básico el cual asciende a la suma de $1 150 000 aumentado en un 25% por concepto de prestaciones sociales, suma que será actualizada conforme el criterio de reparación integral utilizado por esta Corporación en lo que tiene que ver con las indemnizaciones de perjuicios materiales.
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Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra la sentencia del 22 de noviembre de 2006 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda. La sentencia será revocada.

SÍNTESIS DEL CASO

El 15 de agosto de 1999, fue asesinado el alcalde municipal de Baraya –Huila- por dos hombres quienes le propinaron varios disparos con armamento de corto alcance. 
ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda
1. Mediante escrito presentado el 14 de agosto de 2001 ante el Tribunal Administrativo del Huila, las señoras Oriana Marian Medina Mora y María Doris Mora Bastidas, en nombre propio y la última en representación de sus menores hijas de edad Luiza Janina y Maura Nataly Medina Mora, presentaron, a través de apoderado, demanda de reparación directa en contra de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional con el fin de que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas (f. 6-20, c.1.):

PRIMERA: Que se declare que la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL, (sic) son civilmente responsables del daño antijurídico causado con el fallecimiento del señor JORGE EDUARDO MEDINA TORRES, quien se desempeñaba como Alcalde del Municipio de Baraya-Huila, en hechos ocurridos el día 15 de agosto de 1999, en su residencia del municipio de Baraya-Huila, producto de un atentado terrorista.

SEGUNDA: Que como consecuencia de la declaración de responsabilidad, se condene a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL, indemnizar a toda clase de perjuicios materiales y morales, ocasionados a ORIANA MARIAN MEDINA MORA, en su calidad de hija legitima, MARÍA DORIS MORA BASTIDAS, en su calidad de cónyuge supérstite, LUIZA JANINA y MAURA NATALY MEDINA MORA, hijas legítimas, menores de edad, representadas por su señora madre; por la muerte de su esposo y padre JORGE EDUARDO MEDINA TORRES.

TERCERA: Que se condene a la NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL- POLICÍA NACIONAL, a pagar a cada uno de mis poderdantes perjudicados, el equivalente a dos mil (2.000) gramos oro fino colombiano, al momento de realizarse el pago efectivo como condena en concreto, de los perjuicios morales derivados del daño antijurídico ocasionado con el fallecimiento de JORGE EDUARDO MEDINA TORRES, debido a la falla del servicio por parte de la POLICÍA NACIONAL y los ORGANISMOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO, por la desprotección a la máxima autoridad administrativa y de Policía del municipio de Baraya – Huila, como lo era el señor MEDINA TORRES en su condición de ALCALDE MUNICIPAL.

CUARTA: Que como perjuicios materiales o lucro cesante se cancele a favor de mis representadas las sumas correspondientes a lo devengado por JORGE EDUARDO MEDINA TORRES, durante el tiempo de vida que le restaba, tomando como promedio el último salario devengado, que era igual a la suma de Dos Millones Trescientos Ochenta y Cinco Mil Novecientos pesos, ($2 385 900), hasta el cumplimiento de la edad de vida probable conforme la tabla de supervivencia del Departamento Administrativo de Estadística DANE, más los incrementos que haya tenido según el Índice de Precios al Consumidor –IPC; perjuicios materiales o lucro cesante, que se tasará para efectos de la demanda en Seiscientos Millones de Pesos ($600 000 000).

QUINTA: Dispóngase que esta sentencia se cumpla en los términos de los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.

SEXTA: Que se condene en costas a la Nación.

2. La parte demandante indicó que el día 15 de agosto de 1999, encontrándose en ejercicio pleno de sus atribuciones como alcalde municipal de Baraya (Huila) aproximadamente a la 1: 00 a.m. fue asesinado Jorge Eduardo Medina Torres  por disparos perpetrados por sicarios desde la puerta de ingreso a su residencia momentos en los que se encontraba en una reunión familiar en compañía de su esposa e hijas. Señaló que con ocasión de los hechos narrados se inició la investigación penal correspondiente sin que a la fecha de presentación de la demanda se conozca el autor o autores responsables del homicidio (f. 8-32, c.1.).  

2.1. Adujo que el señor Jorge Eduardo Medina Torres, previo el proceso electoral correspondiente, fue elegido el 26 de octubre de 1997, como alcalde municipal de Baraya –Huila, para el periodo de 1998-2000; cargo en el que se posesionó el día 1 de enero de 1998 (f. 8-32, c.1.).   
II. Trámite procesal
3. La Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, una vez corrido el término de fijación en lista no dio contestación a la demanda.

4. La Parte demandante presentó alegatos de conclusión en los que reiteró su solicitud de declarar la responsabilidad Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional por la muerte del señor Jorge Medina Torres, toda vez que el Estado conocía a plenitud de las amenazas y el inminente peligro que corría la vida del servidor público, pues de las pruebas documentales allegadas al expediente se logró acreditar que el frente 17 denomina Angelino Godoy perteneciente al grupo subversivo Farc amenazó de muerte a aquel no solo como burgomaestre sino además como candidato. Así mismo, indicó que ante el silencio de la parte demandada debía dársele aplicación a la consecuencia establecida por la ley procesal, esto es debía entenderse la aceptación de todos los hechos expuestos en ésta (f. 139-144, c. 1).
4.1. De la misma forma, la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional manifestó que las amenazas referidas por la parte demandante no eran evidentes, en tanto siempre fue el burgomaestre el que de manera personal manejó su situación de seguridad desde el momento en que se postuló como candidato hasta cuando fue electo como alcalde, sin que se le haya solicitado ninguna medida de protección para éste ni su familia. Adicionalmente, adujo que para esa época el grupo al margen de la ley Farc amenazó a muchos alcaldes del país, instándolos a abandonar sus cargos y hasta sus domicilios so pena de declararlos objetivo militar, circunstancia que fue enfrentada ofreciendo seguridad personal para todos los alcaldes municipales del departamento del Huila, la cual fue rechazada por la víctima mediante el envío de un oficio por parte del secretario de gobierno al comandante de policía de la Estación de Baraya en donde le agradecía el ofrecimiento de escoltas pero desistía de su acompañamiento (f. 146-155, c.1.).    

5. El 22 de noviembre de 2006, el Tribunal Administrativo del Huila, dictó sentencia de primera instancia, mediante la cual negó las súplicas de la demanda (f. 171-186, c.ppl.).
5.1. El a quo encontró verificado el primer presupuesto para la declaratoria de responsabilidad del Estado en los términos del artículo 90 de la Constitución Política, cual es la muerte del señor Jorge Eduardo Medina Torres la cual se erigió como el daño antijurídico irrogado a los demandantes quienes lograron acreditar mediante los registro civiles de nacimiento y los testimonios recaudados su filiación y relaciones afectivas con aquel y por ende el dolor y aflicción padecido con ocasión de su deceso. Frente al segundo elemento constitutivo para la procedencia de la declaratoria de responsabilidad administrativa, el tribunal consideró que no se logró demostrar que la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional haya incurrido en una falla en la prestación del servicio por acción u omisión, en tanto ésta no tenía conocimiento previo de la existencia de amenazas en contra la vida e integridad del alcalde, situación que le hubiese permitido adoptar medidas de seguridad acordes con el nivel de riesgo presentado. Indicó el tribunal que se pese a que se encontraba acreditado al interior del expediente la fuerte presencia de grupos subversivos en la zona, que en los meses de febrero y mayo de 1997 habían asesinado a los alcaldes de Acevedo y La Plata, sin que tal hecho significara que el Estado estuviera en disposición de brindar a cada ciudadano vigilancia personalizada y más aún cuando no se tenía conocimiento de que el señor Medina Torres, hubiese solicitado protección con anterioridad a la ocurrencia de los hechos (f. 171-186, c.ppl.).

6. Contra la sentencia de primera instancia la parte demandante  interpuso recurso de apelación (f.188-193, c. ppl.). En criterio del apelante ante el silencio de la parte demandada al momento de notificarle de la admisión de la demanda, debe dársele aplicación a la sanción jurídica establecida en la ley procesal colombiana, en virtud de la cual deben tenerse como ciertos todos los hechos en ella aducidos, así como aceptadas todas y cada una de las pretensiones resarcitorias formuladas, so pena de configurarse un vicio insalvable de la providencia que la convertiría en ilegal. De otro lado, sostuvo que el artículo 90 de la Constitución Política estableció la responsabilidad del Estado y sus funcionarios cuando cumplan funciones públicas o presten servicios responderán de los daños antijurídicos que por acción u omisión causen con ocasión de la omisión de sus tareas como en el caso de la muerte del señor Medina Torres en donde la Policía Nacional abandonó a su suerte la seguridad del alcalde pese a conocer la situación de orden público que atravesaba la zona. 

CONSIDERACIONES

I. Competencia

7. La Sala es competente para decidir el asunto por tratarse de un recurso de apelación presentado contra una sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Huila en un proceso que, por su cuantía
, tiene vocación de doble instancia. 

III. Hechos probados
8. De conformidad con las pruebas incorporadas al expediente, que pueden ser valoradas, están debidamente acreditados los siguientes hechos relevantes:
8.1. 15 de agosto de 1999, falleció el señor Jorge Eduardo Medina Torres  como consecuencia de una laceración cerebral ocasionada por proyectil de arma de fuego, en hechos ocurridos en inmediaciones del municipio de Baraya departamento del Huila, aproximadamente a la 1:00 a.m., cuando fue abordado por dos hombres quienes le propinaron varios disparos con armamento de corto alcance. Por estos hechos, la Fiscalía Delegada ante los Jueces Penal del Circuito Especializados de Santafé de Bogotá con sede en Neiva avocó investigación preliminar por el delito de homicidio agravado con fines terroristas (copia simple del acta de inspección de cadáver; copia simple protocolo de necropsia expedido por el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses;  registro civil de defunción expedido por la Registraduría Nacional del Estado Civil; copias de la providencia mediante la cual la Fiscalía General de la Nación avocó conocimiento, original de informe rendido por la estación de policía del municipio de Baraya, f. 33-37; 43-44; 162 c. 1.).
8.2. El señor Jorge Eduardo Medina Torres al momento de su deceso se desempeñaba como alcalde del municipio de Baraya (Huila) electo para el periodo comprendido entre enero de 1998 y diciembre de 2000, con una asignación básica salarial de $2 387 900 (copia simple  de la certificación expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil, original de la escritura pública n.º 201 mediante la cual el 31 de diciembre de 1997 el señor Medina Torres tomó posesión como alcalde municipal; certificación expedida por la Secretaría de Hacienda del municipio de Baraya, f. 28, 77-78; 31, c.1.).

8.3 Se tiene acreditado mediante registros civiles que el señor Jorge Eduardo Medina Torres era padre Oriana Marian, Maura Nataly, Luiza Janninna Medina Mora (copias simples de los registros civiles de nacimiento f. 53-62, c. 1.).  

IV. Problema jurídico

9. Procede la Sala a determinar si en el caso bajo estudio, hay responsabilidad patrimonial del Estado por el asesinato del señor Jorge Eduardo Medina Torres, alcalde del municipio de Baraya departamento del Huila, quien fue asesinado en su residencia momentos en los que departía en una reunión familiar.

V. Análisis de la Sala
10. En primer lugar, la Sala advierte que pese a la falta de contestación de la demanda por parte de la entidad accionada que en virtud de la ley procesal aplicable, más exactamente en el artículo 95 de del Código de Procedimiento Civil, podría ser apreciable como un indicio grave en su contra, no releva al juez conductor a realizar un análisis de cada uno de los presupuestos necesarios para la declaratoria de responsabilidad, así como tampoco presupone inexorablemente una sentencia condenatoria en contra del ente demandado pues debe privilegiarse los hechos que se logren acreditar en el desarrollo del proceso.   
11. La Sala iniciará el estudio de la declaratoria de responsabilidad de la demanda desde el régimen de la falla en el servicio, por la reiterada posición de esta Sección, según la cual en tratándose de los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos cometidos por terceros, “los mismos son imputables al Estado cuando en la producción del hecho intervino la administración, a través de una acción u omisión constitutivas de falla del servicio, como en los eventos en los cuales el hecho se produce con la complicidad de miembros activos del Estado, o cuando la persona contra quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y no se realizó ninguna actuación dirigida a su protección
”. 
12. Cabe resaltar que la imputabilidad en el régimen de responsabilidad de la falla en el servicio está llamada a demostrar una relación de causa y efecto entre un daño antijurídico, entendido como aquél que sufre una persona que no se encuentre en el deber legal de soportarlo
, y una falla en el servicio, es decir, una conducta negligente u omisiva de parte de la administración que implica su desconocimiento o violación a una obligación a cargo del Estado
.   
13. En otras palabras, en el presente caso la Sala analizará si se presentan los elementos necesarios para la declaratoria de la responsabilidad estatal de acuerdo al título de imputación de la falla en el servicio, por lo que evaluará si con el material probatorio obrante en el proceso se acreditó la ocurrencia de un daño o lesión a un bien jurídico, una falta o falla del servicio de protección por omisión, retardo, irregularidad, ineficiencia o ausencia del mismo y una relación de imputación o causalidad entre la falta o falla de la administración y el daño, sin la cual, valga aclarar, aún demostrada la falla del servicio, no habrá lugar a indemnización.
14. Así las cosas, en primer lugar la Sala encuentra debidamente acreditada la existencia del daño invocado por la parte demandante, consistente en el fallecimiento del señor Jorge Eduardo Medina Torres, el cual se produjo el 15 de agosto de 1999 en el municipio de Baraya (Huila) -ver supra párr. 8.1-

15. Sobre las circunstancias particulares en las que se produjo el fallecimiento del señor Jorge Eduardo Medina Torres, debe comenzarse por señalar que el mismo se produjo de manera violenta, según se dejó consignado en el acta de levantamiento del cadáver visible en los folios 43 y 44 del cuaderno 1.
16. Ahora, aunque en ese documento no se indica la forma en la que ocurrieron los hechos en los que terminó perdiendo la vida el señor Medina Torres, la conclusión anotada en el acta de protocolo de necropsia de acuerdo con la cual la defunción se originó por “laceración cerebral causa inmediata de muerte secundaria a múltiples heridas ocasionadas por proyectil de arma de fuego con otras lesiones de pulmón y brazo”.
17. Sobre el elemento de la falla del servicio, la Sala encuentra que en la demanda se establece como fundamento de la solicitud indemnizatoria, la falta o falla del servicio de protección que debía prestar la Policía Nacional al señor Medina Torres, dada su condición de alcalde del municipio de Baraya.
La Policía Nacional no ofreció ni prestó apoyo o seguridad al señor MEDINA TORRES; es decir que por la misma situación de orden público que vivía el país, en donde diariamente asesinaban personas de la vida pública nacional, y conocidos los asesinatos de los alcaldes de municipios vecinos como La Plata y Acevedo – Huila; era evidente y obvio que JORGE EDUARDO MEDINA TORRES, en su condición de Alcalde Municipal, no requería solicitud expresa de protección o seguridad a la Policía Nacional.

18. Frente a la configuración de la falla en la prestación del servicio, que como ya se anotó sustenta el estudio de imputabilidad al Estado por el daño causado a los demandantes, la Sala considera que de los elementos de prueba allegados al plenario se encuentra acreditado que el asesinato se perpetró por dos hombres que ingresaron hasta la puerta de su domicilio y le propinaron varios disparos con arma de fuego mientras la víctima departía en compañía de su familia. Así mismo, obran en el expediente algunos testimonios de quienes aseguran conocer que en desarrollo de la campaña electoral el señor Medina Torres recibió una serie de amenazas provenientes del grupo subversivo Farc y que la Sala se permite transcribir:  

18.1. El señor Santiago Nieto Pérez indicó al respecto:

Sí si me consta; estando en plena campaña cuando llegó un aviso que lo firmaba el frente 17, donde le pedían que retirara su nombre de la alcaldía, inmediatamente Jorge toma la decisión de reunir a sus amigos, entre esos mi persona, donde nos mostró el oficio, casualmente ese fue un día entre semana, nosotros vinimos de Neiva y leíamos el oficio y se determinó, porque quedaban 15 día o 1 mes para las elecciones, se determinó que no retirara el nombre y como es sabido por toda la comunidad ganó las elecciones; inmediatamente a las ochos días de haberse cumplido los comisiones electorales, cumplimos una cita, no recuerdo el sitio exacto, yo iba manejando el Toyota que nos prestaron y cumplimos la cita donde se entrevistó JORGE MEDINA, su hermano ENRÍQUE MEDINA con el jefe guerrillero, y éste manifestaba de que ellos no o habían escuchado a él y pidió el favor de que los dejáramos solos a ellos, entonces yo hice caso, fui el primero en retirarme, duraron como una hora hablando, luego de venida en el carro ns comentaba el alcalde asesinado de que le había ido bien.

18.2. En el mismo sentido el señor Joaquín Emilio Vargas aseguró:

Todo el pueblo conocí de las amenazas  del frente 17 de las Farc porque él dio a conocer a sus simpatizantes la situación de que él atravesaba.  

19. Por su parte, la sentencia de primera instancia, teniendo como base la posición jurisprudencial que esta Sección ha desarrollado sobre la necesidad de que la persona que sufre el daño que se reputa antijurídico pusiera en conocimiento de las autoridades las amenazas que hubiera podido sufrir en su contra, negó las pretensiones de la demanda bajo el entendido de que no se había logrado demostrar en el trámite procesal que la víctima hubiera hecho una solicitud formal de protección a la demandada, o que hubiera puesto en su conocimiento las amenazas contra su vida o los temores que pudiera sentir contra su integridad.
20. Sin perjuicio de lo anterior, la Sala considera que la sentencia de primera instancia, aunque atinada en su análisis de las pruebas aportadas al proceso, pues a pesar de conocerse de la existencia de amenazas contra  del entonces aspirante a la alcaldía no se tiene certeza de que éstas hubiesen sido puestas en conocimiento de la accionada, deja de lado que la responsabilidad de la entidad demandada también puede surgir de la previsibilidad que el contexto geográfico e histórico pueda otorgar a un hecho en el que se alega falta de protección estatal. O lo que resulta equivalente, el Estado responde no solo porque no haya prestado protección a alguien que la solicite, sino por no haberla prestado a alguien que la necesitara por la previsibilidad de sufrir una acción que atentara contra su vida o integridad física, aún en el evento en que no la hubiera pedido formalmente.
21. Al respecto, la jurisprudencia de esta Corporación ha considerado que existe un deber especial de protección en cabeza del Estado frente a personas que, por la naturaleza de sus funciones, el grupo político al que pertenecen o el contexto social en que operan, deben ser resguardadas de cualquier ataque en su contra, aún si no han solicitado formalmente protección a las autoridades.
22. Así, por ejemplo, en la sentencia que analizó la responsabilidad del Estado por la muerte del ex ministro Enrique Low Murtra, quien debido a sus acusaciones contra el cartel de Medellín había sido amenazado por las mafias del narcotráfico, se estipuló que los organismos de seguridad del Estado –Policía Nacional y DAS– debían conocer el riesgo que corría su vida y, en consecuencia, estaban obligados a adoptar medidas para protegerlo, aún si no hubiera hecho una solicitud concreta de protección:
Quien a nombre del Estado, en cumplimiento de los deberes que un cargo público le impone, enfrenta una lucha en contra del crimen, la cual genera amenazas en contra de su vida e integridad personal, debe ser protegido por los organismos de seguridad del estado, de por vida si ello es necesario, y sin que sea menester que medie una solicitud de protección; porque esa es precisamente la función de los organismos de seguridad, porque si se arriesga la vida para enfrentar una lucha que corresponde al Estado, tal acto debe ser compensado al menos, con la protección de la vida. Quienes al ocupar un cargo público, por servir a la comunidad exponen su vida frente a la lucha que el Estado libra contra las mafias del crimen organizado, tienen derecho como mínimo a que se les garantice la protección de su vida, sin que tengan que hacer solicitudes concretas al respecto
.

23. En la decisión que declaró al Estado responsable por la muerte del dirigente político Jaime Pardo Leal, se determinó que, dada la naturaleza de sus actividades –era líder del partido “Unión Patriótica”, un colectivo perseguido y diezmado por grupos armados ilegales–, tanto a la Policía Nacional como a los organismos de seguridad les correspondía velar por su protección, sin necesidad de que mediara un requerimiento previo:

Ese deber, general y abstracto en principio, se particulariza y concreta cuando quiera que alguna persona invoque la protección de la fuerza de policía por hallarse en especiales circunstancias de riesgo o cuando, aún sin mediar solicitud previa, la notoriedad pública del inminente peligro que corre el ciudadano hace forzosa la intervención del organismo armado.

El carácter de líder de la oposición, presidente de un partido político perseguido y diezmado violentamente, debería, por esa sola circunstancia, ser suficiente para que el doctor Pardo Leal recibiera del Estado a través de la Policía Nacional y demás organismos de seguridad, sin necesidad de requerimiento previo, la protección adecuada para garantizarle la vida, si no de manera absoluta, al menos en el mayor grado posible
.

24. En el fallo que encontró responsable al Estado por la muerte del señor Luis Alfonso Herrera García, inspector de trabajo del municipio de Envigado, Antioquia, quien debido a las autorizaciones que otorgó desde el Ministerio del Trabajo y la Seguridad Social para el despido masivo de trabajadores en distintas empresas del departamento, fue amenazado y luego asesinado por sicarios anónimos, se decidió que en el contexto de un orden público turbado por la violencia no es necesario requerir a las autoridades para que éstas actúen en función de proteger a quienes se sabe que se encuentran en peligro:
Lo que la Sala Plena ha sostenido de manera constante en esta materia de falla del servicio y consecuente responsabilidad administrativa es que en circunstancias de especial conmoción, de quebrantamiento del orden público, de perturbación de la normalidad ciudadana, de zozobra y peligro colectivos, en suma, de anormalidad en términos de convivencia social, no es indispensable que la autoridad sea requerida para que accione, prevenga el daño que pueda presentarse y sea capaz de precaver el hecho que pueda lesionar la vida, honra y bienes de los ciudadanos. (...)

La relación del Estado frente al ciudadano implica, no sólo necesariamente la existencia de poderes y deberes, que en el derecho anglosajón se denominan “obligaciones funcionales del Estado”, y que son verdaderas obligaciones jurídicas cuyo incumplimiento acarrea algún tipo de consecuencia o sanción. No podría ser de otra manera, para el caso objeto de juzgamiento, como quiera que el deber del Estado se traducía en su poder y en la necesidad de proteger los derechos del ciudadano, en este caso la vida, aún sin que hubiera mediado solicitud por parte del señor Luis Alonso Herrera
.
25. En el caso concreto, está demostrado que los hechos ocurrieron en una zona del territorio nacional afectada por una fuerte presencia de grupos armados organizados al margen de la ley, y en un momento histórico caracterizado por una agudización del conflicto a causa del incremento de las acciones cometidas por la guerrilla. Esta circunstancia permite afirmar que los habitantes del municipio de Baraya (Huila), se encontraban en situación permanente de riesgo que, por su gravedad y notoriedad, no podía escapar al conocimiento de las autoridades.

26. Ahora bien, es preciso aclarar que, en tanto este riesgo se deriva de la existencia del conflicto armado interno, su naturaleza es contextual, porque no en todos los municipios del país es factible que se produzca una incursión armada de la guerrilla o un ataque contra la infraestructura del Estado. Este hecho es, justamente, lo que le atribuye al riesgo su carácter excepcional. En efecto, es un hecho notorio que estas acciones tienden a concentrarse en pequeñas poblaciones, ubicadas en zonas del territorio nacional que ofrecen una ventaja estratégica desde el punto de vista militar, y donde los actores armados ejercen una fuerte presencia y están en capacidad de perpetrar un ataque armado de gran impacto. Al respecto, se ha determinado:

Así las cosas, para que pueda imputarse responsabilidad a la administración a título de riesgo excepcional por los daños derivados de ataques guerrilleros contra bienes o instalaciones del Estado es necesario que el factor de imputación, esto es, el riesgo, exista realmente, lo cual puede acreditarse a través de distintos medios de prueba, que den cuenta de la situación de orden público en la región, o también puede inferirse a partir de la existencia de antecedentes de ataques similares al mismo municipio o de municipios aledaños, de la noticia de la presencia de actores armados en la región, y de los medios que se utilizaron para perpetrar el ataque. 
27. En este caso, no cabe duda que los hechos en los que perdió la vida el burgomaestre, están inscritos en un contexto de violencia derivada del conflicto armado, debido a la presencia de grupos armados ilegales que se disputan el poder económico, político y militar que representa la zona estratégica del departamento del Huila, el Observatorio de Derechos Humanos y DIH de la Presidencia de la República ofrece el siguiente panorama
:
La información estadística que se presenta en los gráficos adjuntos, revela la elevada integración del ritmo con que se produce la actividad armada en el Huila respecto a la que se registra en el conjunto nacional. En efecto, la coincidencia en los ascensos del accionar armado se observa en 1992 y 1994, y desde 1999 sin interrupción hasta 2002. La tendencia creciente en la intensidad del conflicto pone de presente la elevada capacidad ofensiva con que cuentan las Farc en el departamento, guerrilla que a partir del año 2000 asume de manera exclusiva el protagonismo armado, sin que se produzca ninguna acción armada a nombre del Eln. Los enfrentamientos entre la guerrilla y la Fuerza Pública, los hostigamientos y las acciones de sabotaje contra la infraestructura económica, desde comienzos de la década del noventa tienen una elevada participación dentro del conjunto de acciones armadas. Los picos en el conflicto, coincidiendo con la finalización en 1992 de las negociaciones de paz llevadas a cabo en la Administración Gaviria, la transición entre las administraciones Gaviria y Samper en 1994, y la ruptura de las conversaciones entre el Gobierno Pastrana y las Farc en 2002, se caracterizan precisamente por la insistencia en estas tres modalidades de acción armada.

La acelerada degradación del conflicto, que es la característica sobresaliente en el momento actual, se corrobora en las cifras ascendentes de asesinatos, masacres y secuestros en el Huila. Las muertes que tienen origen en los actores organizados de violencia, registraron en la primera mitad de la década del noventa una tendencia descendente. A partir de 1997 el incremento de las muertes violentas, salvo por una pausa producida en 1999, ha sido constante y en 2002 registra su punto más elevado. El ascenso de las muertes selectivas, las masacres y los asesinatos de dirigentes políticos, coincide con la mayor participación de las estructuras armadas de la guerrilla desde 1997 y de las autodefensas desde 2001 en la realización de estos hechos violentos. Pese a la baja participación de las autodefensas en la producción de asesinatos, el sub-registro que contienen las cifras disponibles, da pie para pensar que la actuación de estas organizaciones puede ser mayor y se confunde entre los hechos sin autor identificado. 
28. En este contexto de violentos enfrentamientos entre las fuerzas militares, grupos guerrilleros y paramilitares, que entre otros, se constata una compleja situación de orden público en el marco de la cual ocupar el cargo de primera autoridad administrativa y de policía constituyó un altísimo riesgo que se materializó en su contra.
29. Por tal razón era un deber endilgable a las entidades estatales el desarrollo de medidas materiales efectivas para garantizar, en la medida de lo posible la vida e integridad física de las personas que encarnaban la autoridad civil y estatal en el municipio. De esta forma, aunque pueda carecerse de elementos probatorios que permitan determinar el conocimiento previo de amenazas concretas y particulares en contra de la vida de la víctima, es evidente que las circunstancias que envolvían el ejercicio de sus funciones como alcalde le colocaban en una situación que ameritaba que el Estado pusiera especial atención en su protección, algo que no sucedió y que concreto el daño que alega la parte demandante.

30. Finalmente, sobre el elemento del nexo causal entre el daño y la omisión de la Policía Nacional que ya fue determinada, la Sala también lo encuentra probado, ya que a pesar de que en el proceso no haya elementos probatorios que permitan concluir de forma directa que la muerte del señor Jorge Eduardo Medina Torres el 15 de agosto  de 1999 se hubiese producido como consecuencia de la especial situación a la que se encontraba sometido, ello sí se puede inferir de forma indiciaria
.

31. En este sentido, es de anotar que en el proceso se hallan demostrados varios elementos fácticos que sirven como hechos indicativos de la relación entre la muerte de la víctima y su especial situación de seguridad, puesto que estando acreditada su muerte, que la misma se produjo de forma violenta, que se desempeñaba como alcalde del municipio de Braya (Huila), y que al momento de presentar su candidatura para ocupar este cargo recibió amenazas por parte del Frente 17 del grupo subversivo Farc, hecho indicativo de posibles animadversiones de los insurgentes en su contra, se percibe que todos los hechos están relacionados con las fatales consecuencias conocidas.
32. En consecuencia, acreditado el daño antijurídico, la falta de protección de la entidad demandada y el nexo causal entre aquel y esta, la Sala declarará la responsabilidad de la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la muerte del Jorge Eduardo Medina Torres, ocurrida el 15 de agosto de 1999 y la condenará al pago de los perjuicios que con este hecho se le hubiere causado a las demandantes.

VI. Liquidación de perjuicios
33. Las demandantes solicitaron la indemnización de perjuicios morales en cuantía equivalente a 2000 gramos oro para cada una de las hijas de la víctima y de la señora María Doris Mora Bastidas, quien compareció en calidad de cónyuge
. Ahora bien, de acuerdo con el criterio que ha sido adoptado por la Sala -sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente n.° 13.232-, cuando se demuestra el padecimiento de un perjuicio moral en su mayor grado -caso de muerte del padre, hijo, cónyuge o compañero sentimental-, se reconoce una indemnización equivalente a 100 salarios mínimos mensuales legales vigentes. 
33.1 Por lo anterior es procedente que la Sala fije en s.m.l.m.v. la indemnización de perjuicios de orden moral a favor de los peticionarios, con aplicación de la facultad discrecional que le asiste frente a estos casos
, la cual está regida por los siguientes parámetros:

33.2. La indemnización del perjuicio, que no se trata de restitución ni de reparación, se hace a título de compensación en cuanto “… la suma establecida no se ajustará nunca al monto exacto del perjuicio, pero buscará, de alguna manera, restablecer el equilibrio roto con su ocurrencia…”
; (ii) la tasación del perjuicio, por razón de su naturaleza inmaterial, se establece con fundamento en el criterio de la equidad; (iii) la determinación del monto deberá sustentarse en los medios probatorios que obran en el proceso, relacionados con las características del perjuicio; y (iv) debe estar fundamentada, cuando sea del caso, en otras providencias para efectos de garantizar el principio de igualdad
.

33.3. En ese orden, la Sala tiene acreditado la calidad de hija de Oriana Marian, Maura Nataly, Luiza Janninna Medina Mora. Frente a la calidad de cónyuge en que compareció la señora María Doris Mora Bastidas la Sala precisa que si bien es cierto la prueba aportada, partida eclesiástica, con la cual se pretende acreditar la existencia del vínculo matrimonial entre la víctima y aquella no resulta conducente para tal fin, en tanto la calidad de cónyuges se prueba restrictivamente a través de la inscripción del acto en el registro civil de matrimonio de conformidad con el artículo 105
 del Decreto 1260 de 1970, este documento constituye un indicio de la relación marital entre ellos, aunado al hechos de la existencia de hijas en común, que valorados en conjunto permiten a la Sala concluir la calidad de compañera permanente de la señora Mora Bastidas.  En este orden de ideas se les reconocerá a quienes acreditaron la calidad de hijas y compañera permanente de la víctima una indemnización de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes de conformidad con el más reciente lineamiento jurisprudencial fijado por esta Corporación
 de acuerdo con el cual el reconocimiento de perjuicios de orden moral para aquellas personas que compartían con la víctima una relación afectiva propia de las relaciones paterno-filiales y conyugales corresponde a 100 s.m.l.m.v 

34. Frente al reconocimiento de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante se encuentra probado al interior del expediente que el señor Jorge Eduardo Medina Torres al momento de su muerte se desempeñaba como alcalde del municipio de Baraya (Huila), de lo que resulta probable suponer que de no ser por su muerte habría continuado devengando un salario cuando menos similar al que recibía como funcionario público de elección popular. En efecto, se acreditó que su asignación salarial mensual ascendía a la suma de $2 387 900, la cual una vez actualizada constituiría el ingreso básico de liquidación para el reconocimiento de esta tipología de perjuicio.  No obstante, realizada la operación aritmética correspondiente, la Sala advierte que esta  cifra resulta superior al sueldo que actualmente recibiría un alcalde de un municipio de sexta categoría, nivel en el que se encuentra el municipio de Baraya
, pues de acuerdo con el Decreto 1096 de 2015 el monto máximo que podrán autorizar las Asambleas Departamentales y los Concejos Municipales y Distritales como salario mensual de los gobernadores y alcaldes estará constituido por la asignación básica mensual y los gastos de representación, y en ningún caso podrán superar el límite máximo salarial mensual fijado, que para el caso es la suma de $3 208 837, mientras que la actualización nos arroja una suma de $5 181 806:
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34.2. Así las cosas, la Sala tomara como ingreso básico de liquidación el valor certificado por la Secretaría de Hacienda del municipio de Baraya correspondiente al sueldo básico el cual asciende a la suma de $1 150 000 aumentado en un 25% por concepto de prestaciones sociales, suma que será actualizada conforme el criterio de reparación integral utilizado por esta Corporación en lo que tiene que ver con las indemnizaciones de perjuicios materiales. Así entonces, el ingreso básico de liquidación corresponde a la suma de $3 130 954 sobre el cual se liquidará el lucro cesante. De este valor, se resta un 25% correspondiente a lo que el señor Medina Torres destinaba para sus gastos personales, de lo cual se obtiene el valor de $ 2 348 216 m/cte, cifra que destinaría al sostenimiento de María Doris Mora Bastidas y sus hijas Oriana Marian, Maura Nataly, Luiza Janninna Medina Mora. 

34.3. En segundo lugar, se precisa que el 50% de la presente indemnización se reconocerá a favor de María Doris Mora Bastidas en su calidad de compañera permanente, en tanto como se anotó precedentemente no se logró acreditar el vínculo matrimonial existente entre ésta y el señor Jorge Eduardo Mora Bastidas, toda vez que la prueba aportada no cumple con el requisito de conducencia
 necesario para tal fin. Se observa que se liquidará a favor de aquella el perjuicio material en la modalidad de lucro cesante tanto consolidado como futuro. El primero va desde el momento de la muerte del señor Jorge Eduardo Mora Bastidas, hasta la fecha en que se profiere esta sentencia, periodo en el cual transcurrieron 194,26 meses.
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34.4. De otro lado, la indemnización del periodo futuro a favor de María Doris Mora Bastidas
 se realizará utilizando la menor expectativa de vida, que en este caso corresponde a la de él con base en la tabla de mortalidad adoptada en la Resolución 497 del 20 de mayo de 1997, expedida por la Superintendencia Bancaria -ahora Superintendencia Financiera-, comoquiera que para un hombre de 45 años de edad en el año 1997, la expectativa de vida es de 32,16 años adicionales, mientras que para una mujer de 43 años en la misma fecha, su expectativa de vida es de 35,52 años adicionales, de la cual será descontado el periodo indemnizado en el lucro cesante consolidado, de lo que resulta que el tiempo a indemnizar es de 191.66.
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34.5. La indemnización futura, por este concepto, a favor de María Doris Mora Bastidas es de $146 108 191 m/cte. Sumados los valores de la indemnización consolidada y futura obtenidos en la liquidación que antecede, se obtiene el total de indemnización por este concepto en la suma de $524 397 475 m/cte.
34.6. Ahora bien, frente a la indemnización a favor de cada uno de las tres hijas de la víctima se tendrá como límite temporal la edad de 25 años en tanto ante la ausencia de prueba en contrario, se puede inferir de acuerdo a las reglas de la experiencia que en esta etapa de la vida los colombianos han formado su propio hogar, situación que habitualmente exonera a los padres de prestar una colaboración permanente a sus hijos
. Para el efecto las liquidaciones quedarán de la siguiente forma: 

34.6.1. A favor de Oriana Marian Median Mora se reconocerá únicamente indemnización a título de lucro cesante consolidado, periodo comprendido desde el momento en que se vio privado de la ayuda económica brindada por su padre es decir el 15 de agosto de 1997, momento de su muerte, hasta el  11 de octubre de 2006, fecha en la que cumplió sus 25 años de edad
, por tanto no hay lugar a reconocer lucro cesante futuro pues a partir del momento de proferir esta providencia no queda periodo a indemnizar. Así mismo el ingreso base para calcular la indemnización corresponderá a la tercera parte del $1 174 108 valor que se determinó como el porcentaje destinado por parte del señor Jorge Eduardo Medina Torres para la manutención de sus 3 hijas, lo que nos arroja la suma de $392 104.

34.6.2.    S = Ra (1+ i)n - 1   
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34.6.3. A favor de la señora Maura Nataly Medina Mora la liquidación corresponde igualmente al lucro cesante histórico, si se tiene en cuenta que su nacimiento se produjo el 12 de octubre de 1986, es decir que el 12 de octubre de 2011 cumplió sus 25 años de vida, momento para el cual se presume habría dejado de recibir ayuda económica de su padre.

34.6.4.    S = Ra (1+ i)n - 1    
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34.7. En lo que tiene que ver con la señora Luiza Janninna  Medina Mora la indemnización debida por concepto de lucro cesante corresponde exclusivamente al periodo consolidado, en tanto para la fecha de expedición de esta sentencia aquella ya había cumplido sus 25 años de vida
.

34.7.1.  S = Ra (1+ i)n - 1    
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VI Costas

35. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente, y como en este caso ninguna de aquellas actuó de esa forma, no se condenará en este sentido.

36. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, se
RESUELVE:
REVOCAR la sentencia del 22 de noviembre de 2006, proferida por el Tribunal Administrativo del Huila y, en su lugar se dispone:
PRIMERO: DECLARAR patrimonial y extracontractualmente responsable a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, por la muerte del señor Jorge Eduardo Medina Torres, conforme a las consideraciones expuestas en esta sentencia.
SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional, al pago de las siguientes indemnizaciones:

Por concepto de perjuicios materiales en su modalidad de lucro cesante tanto consolidado como futuro a favor de María Doris Mora Bastidas la suma de quinientos veinticuatro millones trescientos noventa y siete mil cuatrocientos setenta y cinco pesos mcte (524 397 475) 

Por concepto de perjuicios materiales en su modalidad de lucro cesante consolidado a favor de Oriana Marian Medina Mora la suma de cuarenta y dos millones trescientos cuarenta y cuatro mil ciento cuarenta y ocho pesos mcte ($42 344 148).

Por concepto de perjuicios materiales en su modalidad de lucro cesante  consolidado a favor de Maura Nataly Medina Mora la suma de ochenta y cuatro millones quinientos setenta y siete mil seiscientos sesenta y tres  pesos mcte ($84 577 663).

Por concepto de perjuicios materiales en su modalidad de lucro cesante consolidado a favor de Luiza Janninna Medina Mora la suma de cincuenta y siete millones cuatrocientos veintiocho mil sesenta y dos pesos mcte ($57 428 062)
Por concepto de perjuicios morales a favor de María Doris Mora Bastidas Oriana Marian, Maura Nataly, Luiza Janninna Medina Mora la suma de 100 salarios mínimos legales mensuales vigentes para cada uno de ellas.
TERCERO: NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

CAURTO: EXPEDIR, por Secretaría, copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y se entregarán a quien ha venido actuando como apoderado judicial.

QUINTO: Cúmplase lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.
SEXTO: En firme este proveído, devuélvase al Tribunal de origen para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Presidenta
                    RAMIRO PAZOS GUERRERO                DANILO ROJAS BETANCOURTH

             Magistrado





Magistrado
� En la demanda se estima el valor de la mayor pretensión, correspondiente a la indemnización por perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, en $150 000 000. Se aplica en este punto el artículo 132 de la Ley 446 de 1998, que disponía que la cuantía necesaria para que un proceso de reparación directa iniciado en 2001 fuera de doble instancia, debía ser superior a $ 143 000. 000. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 25 de febrero del 2009, expediente 18106, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� La Corte Constitucional en sentencia C-333 de 1996, M.P. Alejandro Martínez Caballero consideró: “El perjuicio que es provocado a una persona que no tiene el deber jurídico de soportarlo. La Corte considera que esta acepción del daño antijurídico como fundamento del deber de reparación del Estado armoniza plenamente con los principios y valores propios del Estado Social de Derecho, pues al propio Estado corresponde la salvaguarda de los derechos y libertades de los particulares frente a la actividad de la administración. Así, la  responsabilidad patrimonial del Estado se presenta entonces como un mecanismo de protección de los administrados frente al aumento de la actividad del poder público, el cual puede ocasionar daños, que son resultado normal y legítimo de la propia actividad pública, al margen de cualquier conducta culposa o ilícita de las autoridades, por lo cual se requiere una mayor garantía jurídica a la órbita patrimonial de los particulares. Por ello el actual régimen constitucional establece entonces la obligación jurídica a cargo del Estado de responder por los perjuicios antijurídicos que hayan sido cometidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, lo cual implica que una vez causado el perjuicio antijurídico y éste sea imputable al Estado, se origina un traslado patrimonial del Estado al patrimonio de la víctima por medio del deber de indemnización. Igualmente no basta que el daño sea antijurídico sino que éste debe ser además imputable al Estado, es decir, debe existir un título que permita su atribución a una actuación u omisión de una autoridad pública.” En este sentido, Adriano De Cupis indica: “La consideración de la antijuricidad (oposición al derecho) presupone un exacto conocimiento del concepto de derecho. La expresión “derecho” tiene diferentes significados, indicando tanto un conjunto de normas o reglas jurídicas (derecho objetivo), como una facultad de querer conformarla al derecho objetivo (derecho subjetivo) o, finalmente, como objeto del derecho correspondiente a un sujeto, dando de lado a los significados secundarios de ciencia o arte del derecho. Cuando se habla de antijuricidad, con ello se pretende referir al derecho entendido en los dos primeros significados, o sea, al derecho objetivo y al derecho subjetivo”. (El daño, Ed. Bosch, Barcelona, 1975, Pg. 84.)


� En este sentido, esta Sección en sentencia del 29 de enero del 2009, expediente n.º 16576, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, indicó: “La falla del servicio surge a partir de la comprobación de que el daño se ha producido como consecuencia de una violación –conducta activa u omisiva- del contenido obligacional, determinado en la Constitución Política y en la ley, a cargo del Estado, lo cual constituye una labor de diagnóstico por parte del juez, de las falencias en las que incurrió la Administración y que implica un consecuente juicio de reproche.”





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de junio de 1997, exp. 11875, C.P. Daniel Suárez Hernández.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 30 de octubre de 1997, exp. 10958, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2007, exp. 16894, C.P. Enrique Gil Botero.


� Observatorio de Derechos Humanos y DIH de la Presidencia de la República, “Dinámica reciente de la violencia en el departamento del Huila”, Bogotá, Presidencia de la República, 2009.


� “Los indicios son medios de prueba indirectos y no representativos, como sí lo son el testimonio y la prueba documental, y no pueden ser observados directamente por el juez, como por ejemplo sucede en la inspección judicial. En la prueba indiciaria el juez tiene ante sí unos hechos probados a partir de los cuales debe establecer otros hechos, a través de la aplicación de reglas de la experiencia, o principios técnicos o científicos. En pocos términos, el indicio es una prueba que construye el juez con apoyo en la lógica, partiendo de la existencia de unos hechos debidamente acreditados en el proceso. Por eso, al margen de las controversias que se suscitan en la doctrina en relación con este aspecto, puede afirmarse que el indicio se integra con los siguientes elementos: -Los hechos indicadores, o indicantes: son los hechos conocidos: los rastros o huellas que se dejan al actuar, la motivación previa, etc., son las partes circunstanciales de un suceso, el cual debe estar debidamente probado en el proceso. -Una regla de experiencia, de la técnica o de la lógica, es el instrumento que se utiliza para la elaboración del razonamiento. -Una inferencia mental: el razonamiento, la operación mental, el juicio lógico crítico que hace el juzgador; la relación de causalidad entre el hecho indicador y el hecho desconocido que se pretende probar.-El hecho que aparece indicado, esto es, el resultado de esa operación mental. (…) Una vez construida la prueba indiciaria, el juez deberá valorarla teniendo en cuenta su gravedad, concordancia, convergencia y relación con los demás medios prueba que obren en el proceso. Para efecto de establecer su gravedad, la doctrina ha señalado algunos derroteros que pueden resultar de ayuda para el juez”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 08 de febrero de 2012. Además ver: expediente n.º  21521, C.P. Ruth Stella Correa Palacio y sentencia del 29 de marzo de 2012, expediente n.º 21380, C.P. Danilo Rojas Betancourth. 


� Si bien es cierto la prueba aportada por la parte demandante, partida eclesiástica, con la cual se pretende acreditar la existencia del vínculo matrimonial entre los señores Jorge Eduardo Medina Torres y María Doris Mora Bastidas no resulta conducente para tal fin, en tanto la calidad de cónyuges se prueba restrictivamente a través de la inscripción del acto en el registro civil de matrimonio de conformidad con el artículo 105� del Decreto 1260 de 1970, este documento constituye un indicio de la relación marital entre ellos, aunado al hechos de la existencia de hijas en común, que valorados en conjunto permiten a la Sala concluir que la calidad de compañera permanente de la señora Mora Bastidas. 


� Dicha facultad discrecional debe ser ejercida de acuerdo con los lineamientos de la jurisprudencia de la Sala, los cuales “… descartan toda fórmula mecánica o matemática y antes ilustran que esa decisión debe considerar las circunstancias que rodearon los hechos y enmarcarse por los principios de razonabilidad…” (sentencia del 16 de junio de 1994, C.P. Juan de Dios Montes Hernández, radicación No. 7.445, actor: María Luisa Perdomo Lozada). Igualmente puede verse, entre otras, la sentencia del 11 de febrero de 2009, C.P. Myriam Guerrero de Escobar, radicación No. 54001-23-31-000-1993-08025-01 (N.I. 14726), actor: Domingo Antonio Bermúdez, decisión que constituye uno de los muchos ejemplos de aplicación de la facultad discrecional en la tasación de perjuicios inmateriales.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 6 de septiembre de 2001, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez, radicación n.° 13232.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 8 de marzo de 2007, C.P. Mauricio Fajardo Gómez, radicación n.° 16205.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 28 de agosto de 2014, exp. 26 251, actor: Ana Rita Alarcón vda. de Gutiérrez y otros. C.P. Jaime Orlando Santofimio. 


� Consultar el siguiente sitio web: http://www.contaduria.gov.co


� 15 de agosto de 1999, fecha de muerte del señor Medina Torres.


� “Entendiendo por conducente, la aptitud legal o jurídica de la prueba para convencer al juez sobre el hecho a que se refiere.” Devis Echandia, Hernando, Compendio de Derecho Procesal, Tomo II, Pruebas Judiciales, octava edición, Ed. ABC Bogotá, 1984, p. 114 y ss.


� Pese a no conocerse la fecha exacta de nacimiento de la señora María Doris Medina Mora, la Sala encuentra que ésta era dos años menor que su compañero permanente señor Medina Torres, en tanto en los registros civiles de nacimiento de sus tres hijas se indicó esta diferencia de edad entre aquellos.   


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, sentencia del 30 de enero de 2012, actor: Gustavo Giraldo Ramírez y otros, exp: 22748, C.P. Stella Conto Díaz del Castillo.


� Obra a folio 20 de cuaderno 1 el registro civil de nacimiento de la señora Oriana Marian Medina Mora que da cuenta que su nacimiento se produjo el 11 de octubre de 1981. 


� La señora Luiza Janninna Medina Mora nació el 26 de septiembre de 1983.





